El conflicto armado en Colombia, la justicia transicional y la idea del velo de ignorancia de John Rawls by Cely-Chivatá, Carlos Alberto
 
EL CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA, LA JUSTICIA TRANSICIONAL Y LA 
IDEA DEL VELO DE IGNORANCIA DE JOHN RAWLS 
Carlos Alberto Cely Chivata
1
 
Universidad Católica de Colombia 
Resumen 
 
El presente artículo busca analizar el componente de justicia del acuerdo de paz implementado 
con el nombre de Justicia Especial para la Paz (JEP) creada en el marco del acuerdo con las 
FARC. El objetivo es proponer un principio operativo que permita, en la perspectiva de la 
filosofía jurídica, crear una conexión entre la categoría del velo de ignorancia, de John Rawls, y 
los principios que dieron razón de ser a la JEP. 
 
Se insistirá a lo largo de la reflexión en que la paz es el mayor de los bienes comunes, y para 
lograrla se hace necesario cumplir los compromisos devenidos de la firma del acuerdo, pero 
teniendo en cuenta que la firma de un papel no crea, per se, ningún grado de conciencia acerca 
del compromiso, es preciso orientar la discusión acerca de la implementación por medio de la 
siguiente pregunta ¿qué pasaría si los individuos renunciaran por un momento a los privilegios 
circunstanciales bajo los cuales nacieron (sexo, condición social, económica, credo religioso, 
etc.) y pusiera cada uno la carta que le correspondió en el marco de la justicia para que todos los 
individuos pudiesen tener cubiertas las necesidades básicas? Se trata de someter el concepto de 
justicia transicional a un análisis a la luz de la teoría del velo de ignorancia desde una óptica  que 
abogue por el respeto a la dignidad humana de las víctimas, y que cree un marco obligatorio para 
los actores armados. La sociedad civil debe propiciar escenarios para una reflexión que teja los 
lazos en pro de una reconciliación definitiva. 
 
Palabras clave: Acuerdo de Paz, Justicia Especial para la Paz, Velo de Ignorancia, Justicia 
Transicional, Verdad, Justicia, Reparación. 
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This article seeks to analyze the justice component of the peace treaty implemented with the 
name of Special Justice for Peace (JEP), created under the framework of the agreement with the 
FARC.  The objective is to propose an operational principle that allows, within the legal 
philosophy, to create a connection within the category of the veil of ignorance, of John Rawls, 
and the principles that support the existence of the JEP.  
The point of Peace being the greatest of the common goods will be emphasized throughout this 
reflection, and that to achieve this, it’s necessary to fulfill the commitments accrued at the signing 
of the agreement, but taking into account that signing a paper dos not create, per se, a degree of 
conscience about the commitment; it is paramount to guide de discussion about the 
implementation through the following question:  What would happen if individuals renounced for 
a moment to the circumstantial privileges under which they were born (gender, social, economic 
status, religious creed, etc.) and put down the card which was dealt to them in the framework of 
justice so that all individuals may have their basic needs covered? It is about analyzing the 
concept of transitional justice from the point of view of the veil of ignorance theory from an 
angle that advocates for respect of the human dignity of the victims, and that creates a mandatory 
framework for armed actors.  Civil society must promote scenarios for a reflection that weaves 
ties in favor of a definitive reconciliation. 
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El tema de la paz requiere tener claro los horizontes desde los cuales se puedan sugerir elementos 
para la implementación de lo que se llamará en adelante las estrategias de paz, estrategias que por 
supuesto, tienen que ir acompañadas de la promoción de ideas, discursividades, mentalidades y 
formas de pensar en este nuevo escenario conocido como el posconflicto o el posacuerdo. 
 
Ahora bien, todo esfuerzo en esas estrategias de paz es insuficiente si no se tiene en cuenta la 
historia misma. Por lo tanto, el presente artículo tiene un supuesto base, y es que el conflicto en 
Colombia no se originó de manera espontánea, es decir, por un acto de rebeldía de unos actores 
sociales. En su raíz existieron unos factores precipitantes relacionados con la historia y la 
dinámica de la confrontación entre la clase política dirigente y los actores sociales. Esta surgió de 
la imposición del discurso de los poderosos, pero, también por otros factores como la negativa 
del Estado a generar políticas frente al tema de la reforma agraria. La afirmación anterior no 
quiere decir que la responsabilidad sea del Estado  exclusivamente. Sin embargo, siendo el 
Estado el garante de las buenas relaciones entre todos los actores sociales sí supone una 
responsabilidad histórica de mayor talante que la de cualquier particular. Adicional a lo 
mencionado, no se puede olvidar que Colombia se define constitucionalmente como un Estado 
Social de Derecho en el que prima el interés general por encima del particular, razón por la cual 
es su obligación brindar unos mínimos de justicia y equidad para que los ciudadanos puedan 
desarrollar su proyecto de vida social, familiar y/o político. 
 
Así las cosas, la primera parte del artículo se dedicará a otear los orígenes históricos del conflicto, 
así como los desgastes que se han generado por tratarse del conflicto social más antiguo de 
América Latina con la guerrilla más antigua del mundo. En la segunda parte se revisará la 
posibilidad de aplicar el concepto de velo de ignorancia, creado por el autor estadounidense John 
Rawls, como posible mecanismo para hacer el tránsito de la mentalidad de la guerra a una 
mentalidad  de paz. Al final, aunque ésta sea una aproximación al tema sin otra pretensión que el 
ejercicio académico, se plantearán algunas ideas para pensar la justicia transicional en clave de 
verdad, justicia y reparación. 
 
El contexto histórico del conflicto en Colombia 
Cuando se estudia la historia de Colombia es posible apreciar lecturas e interpretaciones que se 
traslapan unas con otras y generan en el lector cierta sensación de manipulación, o por lo menos 
de una especie de reiteración cíclica de los mismos problemas que parecen no superarse. Resulta 
evidente que esta postura no es inherente al oficio del historiador sino que es propagada por los 
grupos de poder que quieren entronizar su visión de la historia para defender lo que ellos 
consideran cierto o falso. Un ejemplo de lo anterior lo encontramos en Melo (1999) quien afirma 
que las narrativas a través de las cuales la historia se empezó a contar en Colombia se prestaban 
para ser interpretadas de acuerdo a intereses de los grupos dirigentes. Todo esto se fue revisando 
a medida que la historia, en tanto disciplina, se fue tornando más científica y menos especulativa. 
Ha sido muy común en la dinámica tradicional que ha caracterizado la discursividad política a 
partir de los años 50´s  atacar al contrario por medio del argumento ad hominen, que consistía en 
destruir la imagen de la persona para destruir el argumento o la idea. Se sabe por las teorías del 
discurso que ésta es una de las falacias de la argumentación a la que más han acudido los grupos 
de poder, no solo en Colombia sino en el mundo entero, con el objetivo de mantenerse anclados 
al dominio de la esfera pública. Acerca de los tipos de falacias y teorías de la argumentación se 
encuentra una basta bibliografía, sin embargo, se ha seguido la propuesta de Weston (2006), cuyo 
libro las claves de la argumentación resulta esclarecedor por la cantidad de ejemplos que 
permiten ver que la cuestión del discurso resulta ser de gran estimación. El impacto real de una 
política basada en la eliminación del contendiente junto con sus ideales se puede ver en la historia 
de esas oleadas de violencia que enfrentó Colombia desde principios del Siglo XX y de la cual, 
uno de los episodios quizás más turbulentos fue la pugna entre liberales y conservadores. 
 
El origen del conflicto armado en Colombia se encuentra en dos puntos claves: por una parte el 
tema de la reforma agraria, la repartición de la tierra y los latifundios que hoy en día encuentran 
una de sus máximas expresiones en la extensión de diferentes monocultivos como la palma 
aceitera. Esta última afirmación tiene diferentes fuentes, sobre todo provenientes de los estudios 
realizados por las Organizaciones Sociales y por el Centro Nacional de Memoria Histórica 
(CNMH) confirmados en la página de la Organización Social Pacifista (2016) y en un estudio 
realizado por el CNMH titulado el despojo de tierras y territorios aproximación conceptual 
(2009). El despojo de tierras ha producido desde inicios del siglo XX una tensión entre indígenas 
y colonos (terratenientes); de hecho, de esta tensión surgieron los primeros movimientos sociales 
que son de raíz indígena. El más importante  que es necesario mencionar es el movimiento 
convocado por Manuel Quintín Lame, quien logró movilizar a los indígenas del Cauca, pues 
“Lame comenzó su lucha contra la política del general Reyes de liquidar los resguardos” 
(Molano, s.f, p. 5)  ayudando de esta forma a conformar el primer movimiento social indígena en 
América Latina, según lo expone Molano (s.f).  
Los acontecimientos descritos anteriormente se pueden llamar factores precipitantes, pues forman 
parte de una serie de circunstancias que justifican en diferentes momentos de la historia la ruptura 
de la función del Estado dando  pie a la formación de diferentes organizaciones sociales de base 
campesina. Algunas de estas organizaciones se convertirían a la postre en movimientos armados 
con accionar regional o con alcances nacionales, como sucedería con las FARC. En efecto, “sus 
orígenes son los de un grupo de autodefensa integrado por campesinos de tendencia liberal 
desplazados durante el periodo de la violencia, que más tarde adoptaron la ideología comunista” 
(Cosoy, 2016, Párr. 14). 
 
En el orden de los factores precipitantes se encuentran las reivindicaciones liberales de mediados 
de los años cincuenta, consistentes en la exigencia de una educación laica, la desvinculación de la 
iglesia de los asuntos del Estado y la laicización de la sociedad (González 2008). Esta disputa 
tuvo dos antagonistas: el Partido Liberal y el Partido Conservador. Al analizar las tensiones 
bipartidistas que marcaron el siglo pasado se abre una ventana para entender el origen de la 
segunda oleada de violencia,  ya no en el plano  exclusivo de las ideologías, sino en el de la 
confrontación de dos miradas: una de corte tradicionalista y católico, que defendía la educación 
patriarcal, religiosa y adoctrinante, la tenencia de la tierra por parte de los colonos y la 
prolongación del sistema heredado de la colonia, la otra, liberal, europea, laica, y más que laica, 
masona, pues se puede afirmar que “la masonería ha estado presente en los círculos de poder en 
Colombia desde hace casi dos siglos” (Revista semana, 2020, Párr. 1). Al hacer el análisis de la 
historia de la violencia, presentada por Melo (2017), se aprecia de lejos que el origen de la 
segunda violencia en Colombia se afinca en la disputa por el control del poder y el dominio del 
uso público de la razón. Estos factores se pueden identificar como factores desbordantes. Se 
encuentra entonces en el caso Colombiano una connivencia de factores precipitantes o causales 
históricas, y unos factores desbordantes caracterizados por el abuso del poder por la disputa del 
derecho a tener la razón y el poder.  
 
En consecuencia, se podrían identificar para el caso de Colombia dos tipos de factores: Uno 
ligado a la imposición del discurso que opera como factor desbordante, pues como se sigue 
viendo hoy en día, existen partidos que buscan imponer su visión de la política desdibujando a 
los opositores; el otro factor denominado precipitante es una variable de corte histórico. La 
reforma agraria y los problemas en la repartición de la tierra. 
 
La imposición del discurso 
 
Para ejemplificar la situación basta ver la actitud histórica que asumieron políticos como 
Laureano Gómez, quien al final de los años cuarenta, usando el poder que le daba el hecho de 
pertenecer al Partido Conservador, acusó en repetidas ocasiones a sus contendientes del Partido 
Liberal de ser comunistas y bandoleros (Atehortúa, 2010), polarizando en su momento al país, y 
de paso motivando la extinción, por todos los medios, de los liberales, quienes se encontraban en 
posición de disputar los escenarios de poder de la Presidencia. Al mismo tiempo eliminó 
libertades concediendo a los industriales y a la iglesia su respaldo para servir de mediador e 
instaurar un gobierno de derecha que no pudo finalizar debido a los contrapesos sociales y 
políticos de la época. (El tiempo, 2010). No sólo se propiciaba el exterminio sino que, además, 
las decisiones políticas se tomaban en pro de ampliar las funciones presidenciales, llegando 
incluso a cerrar el congreso y a gobernar bajo la modalidad del Estado de sitio y que conllevó al 
golpe de Estado de 1953 por parte del General Gustavo Rojas Pinilla. 
 
Tras el asesinato de Jorge Eliecer Gaitán, el polémico Laureano Gómez huyó del país y una 
“tensa calma” reinó por medio de un gobierno de coalición que se desbarató hacia el año 1949. 
Al respecto dice la historia que: 
 
Algunos pueblos liberales fueron quemados, a veces con el apoyo o la tolerancia de los 
gobernantes regionales, a pesar de que la mitad de los departamentos tenían gobernador 
liberal…en algunos sitios los liberales empezaron a proponer la formación de guerrillas y 
a fines de 1949 comenzaron a actuar grupos armados en los llanos, Antioquia y el Tolima.  
(Melo, 2017, pp.  215-216). 
 
Existen muchos más hechos históricos que ponen en evidencia la relación que siempre ha 
existido entre grupos armados ilegales, en principio llamados pájaros, que se han unido al Estado 
para hacer causa común en nombre de la tradición y de las buenas costumbres, atacando 
cualquier forma de pensar que pretenda sustraerles el poder (Melo, 2017) . Así mismo Melo 
también confirma que es notable en la historia la trayectoria liberal de algunas regiones en 
Colombia y el papel histórico que jugaron en la configuración de las guerrillas, al tiempo que es 
indiscutible la presencia del Partido Comunista (PCC) que animaba, a veces de manera directa, 
otras de forma indirecta, la lucha armada y la toma del poder por la vía de las armas o de la 
combinación de todas las formas de lucha (Melo, 2017). De todas formas, lo que queda claro es 
que el arma principal de ataque y defensa que caracteriza el discurso de aquella época es la 
instigación, la difamación y la intriga. Continuando con la revisión histórica se aprecia que 
después de la muerte de Jorge Eliecer Gaitán se intentó una coalición de gobierno pero: 
 
Rota la colaboración, Laureano Gómez regresó del exterior y planteó que el liberalismo 
colombiano era en realidad, un monstruo, un basilisco de cabeza comunista y cuerpo 
liberal, y había que destruirlo. A los pocos días el conservatismo lo eligió candidato a la 
presidencia. (Melo, 2017, p. 216). 
 
El párrafo anterior presenta una tendencia en cuanto a la intención del lenguaje se refiere: el uso 
incendiario y ofensivo del discurso. Desprestigiar al oponente político, distorsionar su imagen 
pública atacándolo con todo tipo de falacias argumentativas, siendo la de más uso la falacia 
conocida como: “hombre de paja”, que consiste precisamente en caricaturizar al oponente 
destacando sus defectos y no sus argumentos. Es posible rastrear en tales elementos la presencia  
de un discurso guerrerista esgrimido por el conservatismo, lo cual provocó el rechazo de la 
sociedad (liberal) y la negativa de estos últimos a participar en política; esta actitud favoreció el 
escenario  para que el candidato conservador ganara con contundencia las elecciones, en medio 
de un país en el que liberales y conservadores pobres se mataban unos a otros por el color de unos 
partidos que terminarían repartiéndose las cuotas de poder. Se manejaban  unas cifras, que oscila 
entre los 2000 a 3000 hombres armados en los llanos orientales, dirigidos por José Guadalupe 
Salcedo, guerrillas que eran auspiciadas por ricos terratenientes liberales que se separaron de la 
posición oficial del  partido, el cual había optado por una salida antiguerrerista y más dialogante 
con el Estado (Melo, 2017). 
 
El primer acercamiento oficial entre los primeros movimientos guerrilleros, que funcionaban 
como autodefensas campesinas, y el Partido Comunista es referenciado por Melo (2017) y datado 
en el año de 1952. Nuevamente, las posturas radicales del señor Laureano Gómez motivaron 
tanto a liberales como a conservadores moderados a buscar apoyo en el ejército, apareciendo en 
escena el militar Gustavo Rojas Pinilla, que tomó el poder a través de un golpe de Estado. Rojas, 
en principio se mostró tolerante y amplió la participación de los liberales en el gabinete y en 
algunos cargos públicos, incluso aprobó el voto de la mujer que fue bien recibido en todas las 
instancias de la vida social y política, siendo anunciado por el Tiempo (1954) de la siguiente 
manera: “inmediatamente después el comisionado, doctor Chaparro, pidió al presidente que 
sometiera a votación la fórmula del voto universal para la mujer, el cual fue aprobado por los tres 
miembros de la subcomisión en medio del aplauso de las damas” (Velásquez, Chaparro, Laverde, 
Arizabaleta y Aguilera, 1997, p. 71), pero al mismo tiempo declaró ilegal al Partido Comunista e 
inició una persecución armada sin parangón en la historia en contra de las guerrillas (muchas de 
ellas inactivas, al decir de Melo, 2017) arrasando poblaciones enteras en su “solución final” a las 
ideas del comunismo. Es decir, la solución política al naciente conflicto se escabulló en medio de 
acusaciones e intentos continuos de mantener el orden institucional por medio de la fuerza y el 
control mediante el uso de la fuerza legítima. 
 
Pero sumado a lo anterior: “desde finales de 1947 se presentaron choques armados, sobre todo en 
zonas rurales, en los que murieron liberales…a veces con la complicidad de las autoridades, que 
promovían el ataque a los liberales, para amedrentarlos y afirmar su dominio” (Melo, 2017, p. 
213).  La negativa de aceptar ideas progresistas se extendió en años anteriores a la cultura en 
general. Muestra de ello es que durante el gobierno de Eduardo Santos, exactamente en 1941, en 
plena Segunda Guerra Mundial, Colombia adoptó una política de neutralidad y aceptó algunos 
exiliados, sobre todo intelectuales, que fortalecieron la academia y fortalecieron diferentes 
expresiones artísticas; Como muestra de lo anterior, Débora Arango (1907-2005) se atrevió a 
pintar desnudos y escenas de prostitución que fueron censuradas por la Iglesia (Londoño, s.f. 
párr. 21). Por su parte, Carlos Correa, artista plástico, (1912-1985) recibió el premio del Tercer 
Salón de Artistas por una obra en la que la Virgen María aparecía desnuda.  
 
Entonces,  como se puede apreciar, tanto en los sucesos políticos descritos, cuyos protagonistas 
utilizan diferentes formas discursivas para validarse a sí mismos, como en el ambiente social, 
artístico y cultural que crea sus propios relatos para criticar los imaginarios tradicionales, florecen 
discursos que dan cuenta de las relaciones entre comunicación y poder, pero al mismo tiempo y 
quizás más importante, dan cuenta de una vieja relación que ya patentaba, en plena mitad del 
siglo XX, el pensador político Carl Schmitt acerca de la justificación del Estado, cuyo poder es el 
que debe definir la relación amigo-enemigo, y de hecho, se centra en esta relación para destacar 
que la política nace de la oposición que surge en una guerra continúa que no se superará pero, de 
la que puede sacar ventaja aquel contendiente que logre agrupar el mayor número de individuos 
que acredite sus ideas, justificando de esta manera la política del enemigo público. Sobre esta 
misma dinámica se han sustentado las reflexiones que ligan el terrorismo al combate en contra de 
un enemigo común a la sociedad (Sandoval, M., 2006, pp. 37-38). Dichas discursividades crean 
tensiones que se han presentado en todos los periodos de la historia con muy pocas variaciones, y 
su idea , o por lo menos es una consecuencia del presente análisis, apunta a lo mismo: la 
eliminación del enemigo. El principal desgaste que provoca dicha imposición discursiva al 
interior de la democracia  es la polarización. Por lo visto, la historia se termina convirtiendo en un 
relato construido por los vencedores que en su justificación se autoproclaman como defensores de 
la tradición, la patria, las buenas costumbres y la moralidad, por lo tanto, es lícito afirmar que el 
conflicto armado en Colombia emana de la negación continua del contrario y de la afirmación del 
poder mediante el uso de la fuerza, sin desconocer que la normatividad internacional otorga 
autonomía a los Estados para definir las regulaciones en torno al uso de la fuerza, tal y como lo 
dice la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
expresado en el documento principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego 
por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. 
 
La historia narrada en clave de los tradicionalismos juzga negativamente la guerra de guerrillas 
debido  a la mezcla de todas las formas de lucha para alcanzar el poder, sin embargo, el 
establecimiento sí ha tomado a pie juntillas esa vocación de mezclar todas las formas de lucha 
para menguar el pensamiento divergente, de manera especial cuando proviene de sectores 
populares o campesinos como resulta reiterado por Giraldo (s.f) . En todos los ámbitos, se usa el 
poder del discurso o la fuerza según convenga. Ahora bien, recordando a Melo (2017) en el 
presente análisis de factores no sale bien librado el comunismo, el cual ha demostrado 
históricamente su contínua búsqueda de alianzas con los partidos políticos para sacar algún tipo 
de ventaja. Por ejemplo, apoyaron el primer gobierno del frente nacional en cabeza de Alberto 
Lleras (1958-1962) el cual fue aprobado por medio de un plebiscito convocado por Lleras y 
Gómez. Se encontró que: “hasta el partido comunista  invitó a sus seguidores a votar a favor del 
plebiscito: parecía preferir un régimen civil que le permitiera organizarse…”. (Melo, 2017, p. 
231). 
 
El Partido Comunista en Colombia ha oscilado entre la legalidad y la ilegalidad pero aun así, al 
decir de Melo (2017) es el único partido que legitimó la organización armada campesina 
alrededor de dos ideas: la formación de una conciencia de clase y la necesidad de promover todas 
las formas de lucha. Primero justificó la formación de grupos de autodefensa campesina y luego, 
en 1966, apoyó formalmente a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), los 
fomentando en el campesinado  una mayor conciencia de clase y una comprensión de su papel en 
la historia (Melo, 2017., p. 225). Son fuertes los lazos que existen entre los movimientos 
campesinos del Sumapaz (con Juan de la Cruz Varela a la cabeza) y los del sur del Tolima (con 
Pedro Antonio Marín, alias Tirofijo)como se puede leer en Melo (2017). La historia debe 
reconocer que el enfoque que dio el Partido Comunista se centró en la educación de las masas 
campesinas, en la formación de cuadros (líderes) en el interior de los movimientos, mientras que 
el Partido Liberal  se dedicó a intentar negociar cuotas de poder con el sistema, mostrándose 
esquivo a apoyar la lucha armada. 
 
Finalmente, un hecho que se quiere dejar planteado es que al revisar la exposición de los 
historiadores no se encontraron afirmaciones que permitieran, al menos indirectamente, 
establecer una conexión directa entre las posturas de los actores políticos, véase Laureano 
Gómez, Rojas Pinilla u otros, con la propagación de alguna ideología en específico. Es decir, 
aunque los políticos de los sectores tradicionales del Estado atacaban la imagen y las ideas de sus 
contrapartes, en realidad la historia no deja ver que existiera una preocupación fundamentada en 
divulgar ideologías, sino más bien, en agitar las masas para ganar adeptos a partir de despertar  
sentimientos comunes, desprestigiando cualquier alternativa que aspirara a introducir cambios de 
fondo en la sociedad. 
 
La cuestión Agraria 
  
Orlando Fals Borda es uno de los estudiosos colombianos de mayor renombre en el tema del 
estudio de las reformas agrarias en el país. Es pertinente tener en cuenta su pensamiento en torno 
a la importancia de una reforma agraria: 
 
La meta principal de la reforma agraria debe ser el bienestar socioeconómico que viene 
con el aumento parsimonioso de la producción, y la superación física y cultural del 
hombre del campo como elemento indispensable para la prosperidad nacional. 
Indispensable, porque como es un hecho de antiguo conocido, el país no podrá avanzar al 
paso que debiera si las masas campesinas mayoritarias no obtienen más poder adquisitivo 
y se tornan en consumidoras  a la vez que productoras; la industrialización del país debe ir 
acompañada del fomento agrícola, si se quiere que la primera este bien cimentada. (Fals, 
2006, p. 55) 
 
De entrada, el tema del desarrollo agrario del país y la posibilidad de una reforma que eleve el 
poder adquisitivo del ciudadano rural ha sido una materia que aún sigue pendiente, según se 
alcanza a deducir del párrafo anterior. La industrialización es necesaria pero debe partir de un 
fomento agrícola pertinente con las necesidades del país. En tal sentido, la discusión en uno de 
sus puntos se podría centrar en qué tan necesario es revisar la composición de la propiedad de la 
tierra pensando en una posible redistribución en la tenencia de la misma, de cara a mejorar la 
productividad de la agricultura y fomentar, de paso, condiciones de vida dignas para las personas 
que directamente la explotan, los campesinos. Machado (s.f) cuestiona el modelo basado en la 
redistribución aduciendo que estos modelos de reforma son caducos. En ese sentido 
 
El modelo de reforma agraria redistributivo aplicado en Colombia desde los años sesenta 
está agotado como posibilidad de resolver la cuestión agraria y la tenencia de la tierra, así 
como se agotó rápidamente la ley 200 de 1936 en la solución de los conflictos agrarios, en 
la clarificación de los derechos de propiedad y en la apertura de vías de acceso a la 
propiedad rural por distintos actores económicos y sociales, se agotó también y de manera 
rápida el nuevo esquema diseñado en la ley 160 de 1994 que buscaba, sin decirlo, abrirle 
paso al funcionamiento del mercado de tierras. La forma como ha operado hasta hace 
poco el subsidio del 70 % a la compra de tierras, en un esquema de negociación voluntaria 
entre propietarios y campesinos, ha desprestigiado nuevamente la labor del Estado en su 
tímido intento por facilitar el acceso a la propiedad rural. (Machado, s.f., Párr. 2) 
 
Al inicio del artículo se mencionó la cuestión agraria como uno de los factores precipitantes del 
conflicto armado y es válido, para iniciar, definir en líneas generales lo que es una reforma 
agraria para luego encontrar las posibles relaciones entre la problemática de la reforma agraria y 
el conflicto armado. La idea es ir hilvanando todas las observaciones en aras de entender el 
porqué de la reforma agraria en el acuerdo de paz de la Habana.  En primera instancia, conviene 
preguntarse: ¿qué es una reforma agraria? La mejor revisión documental que se encuentra al 
respecto es la que realiza el Centro Nacional de Memoria Histórica en su documento titulado: la 
política de reforma agraria y tierras en Colombia esbozo de una memoria institucional, 
documento en el que insiste en la existencia de diferentes conceptos de reforma agraria, pero que 
para los años sesenta, más o menos se tenía algún consenso con respecto a su definición que 
consistía, en síntesis, en la discusión en torno a la distribución de la propiedad rural y la tenencia 
de la tierra. (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013., p. 13) 
 
Al considerar, en el inicio del artículo, que la reforma agraria fue parte de la coyuntura que 
precipitó el conflicto armado en el país es congruente destacar que en sus orígenes los primeros 
movimientos sociales se basaron en la defensa de la propiedad de la tierra y en la exigencia de 
una reforma agraria integral; esta postura es expuesta por el Centro Nacional de Memoria 
Histórica citando a Machado (2001) al indicar que 
El problema agrario y de tierras deberían haberse resuelto, o empezado a resolverse, en la 
fase de transición de la premodernidad a la modernidad y la modernización, por allá en el 
periodo 1945-1960, época coincidente con el surgimiento de grupos armados que 
reclamaban la solución del problema de tierras. (Centro Nacional de Memoria Histórica, 
2013., pp. 38-39). 
La principal consecuencia del problema en la tenencia de la tierra fue el surgimiento de 
movimientos sociales que buscaban reivindicar la propiedad de la misma. En este orden de ideas, 
uno de los referentes es Manuel Quintín Lame (1880-1967), indio de la región de Popayán. De 
esa misma tierra es el político conservador Guillermo León Valencia, y  en esa misma tierra ha 
tenido lugar una de las mayores movilizaciones indígenas del país. La lucha de este líder Páez se 
remonta, según él mismo cuenta en sus memorias, a la lucha por la educación. Su padre pensaba 
que la educación del indio se reducía al aprendizaje de las tareas del campo: “esta es la verdadera 
escuela del indio y se va con sus hermanos a cortar trigo y a derribar montaña…”. (Alape, 1999, 
p.1) 
 
En síntesis, los puntos  de la lucha indígena se pueden presentar de la siguiente manera: 
 
1. Defensa de la propiedad indígena de la tierra oponiéndose a las leyes que permitían la 
división de las mismas. 
2. Consolidación de los cabildos indígenas como centros de autoridad y base de 
organización autónoma de la población indígena. 
3. Recuperación de las tierras perdidas, por entonces en propiedad de los latifundistas 
terratenientes. 
4. Afirmación de los valores y la tradición cultural indígena frente a la discriminación. 
5. Negativa a pagar “terraje” (arriendo) a los dueños blancos de la tierra. 
 
En estos cinco puntos se pueden resumir las reivindicaciones agrarias que defendió el pueblo 
indígena amparándose en la Ley 89 del 25 de noviembre de 1890 “por la cual se determina la 
manera como deben ser gobernados los salvajes reduciéndose a la vida civilizada”. Su lucha 
estuvo regida por el apego a la legalidad, pese a que fue invitado en varias ocasiones a brindar su 
apoyo a la lucha armada. Es un referente importante para entender el origen de una lucha 
alrededor de la cual los políticos hicieron campaña en su momento. 
 
Alberto Lleras primer gobernante del denominado Frente Nacional, prometió una reforma agraria 
que se deshizo debido a la injerencia de los Estados Unidos y las presiones de las clases 
privilegiadas. Según las pesquisas históricas se precisan algunas costumbres en cuanto al uso de 
la tierra se refiere. Verbigracia, según comenta Melo (2017) en 1882 la adjudicación de un lote 
baldío estaba sujeta a comprobar que se había usado durante los últimos diez años. Esto abrió la 
puerta a que los colonos se apropiaran o consideraran públicos los lotes sin explotar y 
procedieran a ocuparlos. 
 
Esta modalidad de apropiación de la tierra hizo carrera a lo largo de la historia de Colombia 
intensificándose durante los casi 60 años de conflicto. De esta manera la guerra operó como 
mecanismo para que comunidades enteras se desplazaran, dejaran la tierra baldía y el latifundista 
pudiera así reclamar derechos de propiedad. De hecho, según los datos de Fals Borda (2006)  y 
Melo (2017) en algunas regiones del país la tierra no está sustentada en ningún título sino en 
derechos patrimoniales firmados, en algunos casos, en notarías o realizados de forma 
improvisada simulando compras. 
 
En un hecho sin precedentes para la historia de Colombia en el año de 1971 se funda el Consejo 
Regional Indígena del Cauca (CRIC). Pero el CRIC es el vértice de una lucha cuyas fuentes 
remiten a la cacica gaitana que en 1535 convocó a los suyos a enfrentar al invasor. Esta 
resistencia de los pueblos de origen se  mantuvo en el tiempo llegando incluso a forzar al rey 
Felipe II que en 1771 otorgara titulación a los primeros resguardos. (Zibechi, 2007, Párr. 1) 
 
Entonces ¿De quién es la guerra? De los grupos de poder ¿Para qué es la guerra? Para quedarse 
con la tierra ¿Quiénes son los afectados? Los indígenas y los campesinos ¿A quiénes perjudica 
una reforma agraria? A los latifundistas que durante siglos han hecho la guerra para quedarse con 
la tierra. La novedad de la presente interpretación radica en que invierte las polaridades 
tradicionales de interpretación del origen del conflicto. Esta nueva polaridad se basa en la 
siguiente afirmación: No existen desplazados en Colombia por causa de la guerra. La razón de ser 
de la guerra es que haya desplazados para que se pueda disponer a voluntad de una inmensa 
cantidad de recursos representados en la tierra. 
 
 
La Reforma Agraria y el Acuerdo de Paz 
 
El vórtice de la guerra en el país atraviesa la cuestión agraria. De hecho, por esta misma razón, se 
vuelve un punto neurálgico en la negociación de los Acuerdos de Paz. No es casualidad que, en el 
caso de Colombia, la discusión siempre tenga el mismo leit motiv. La reforma agraria es un 
aspecto no resuelto que justificó la creación de las guerrillas. Este es un factor precipitante y la 
eliminación del enemigo interno, que se dejó esbozada en el anterior acápite, resulta ser su factor 
desbordante. Para concluir este itinerario realizado por el mundo de los factores concomitantes al 
conflicto armado es preciso aclarar que la historia de este conflicto no es en realidad una 
confrontación de ideologías sino más bien ha sido una lucha de fuerzas que buscan imponerse en 
lugar de dialogar para reconocerse mutuamente. Por eso a Colombia le cuesta tanto la paz. A 
pesar de los esfuerzos que se hagan ya existe una mentalidad de guerra que bloquea cualquier 
otro lenguaje emergente, incluido el lenguaje de la paz. Es urgente continuar explicando el 
porqué de los Acuerdos de la Habana y en qué consiste la justicia transicional que da lugar a la 
famosa y cuestionada Justicia Especial para la Paz (JEP) que, como se verá, se transforma en una 
pieza indiscutible para la comprensión del tránsito del conflicto hacia la paz. 
En el Acuerdo Final el tema de la reforma agraria es abordado con el nombre de Reforma Rural 
Integral (en adelante RRI) y habla, en líneas generales, de la transformación estructural del 
campo. Es el punto No. 1 del acuerdo y plantea: “La RRI debe lograr la gran transformación de la 
realidad rural colombiana, que integre las regiones, erradique la pobreza, promueva la igualdad, 
asegure el pleno disfrute de los derechos de la ciudadanía y como consecuencia garantice la no 
repetición del conflicto y la erradicación de la violencia”. 
Entre otras ideas que se pueden extraer del acuerdo se encuentran planteamientos interesantes 
sobre “el acceso a la propiedad rural”, “el uso adecuado de la tierra de acuerdo con su vocación”, 
el disfrute pleno de los derechos ciudadanos como garantía de no repetición y la presencia activa 
del Estado a través del acceso a la educación y la formalización de oportunidades laborales. En 
cualquier caso es un asunto complejo que históricamente debe abordarse privilegiando la versión 
de las víctimas, esta perspectiva genera resistencias en los centros de poder regional que 
crecieron bajo un modelo agrario en el que el campesino es un peón que trabaja a destajo o 
“jornaleando”. Esto creó una mentalidad bastante compleja que terminó por normalizar las 
estructuras injustas de la producción con el beneficio oportunista del dueño de la tierra. Es por 
esta razón que se consideran normales las situaciones de abuso del patrón, pues se funciona bajo 
esquemas estandarizados en donde cualquier alternativa origina caos en las estructuras mentales 
de una sociedad que parece haberse acostumbrado a “funcionar a las patadas”. 
Se produjo una especie de espejismo que no contrapone dos ideologías en sentido estricto, sino 
que contrapone dos visiones, a saber: una de carácter tradicionalista y otra de tipo progresista. Al 
respecto: 
Se comparaba el estado actual de la república, amenazada a cada paso  por una conmoción 
política, con la tranquilidad conventual de la colonia. Imagen seductora esta última y ya 
casi semiborrada, que contrastaba forzosamente  con la inquietud suscitada  por recuerdos 
mucho más vivos (sobre todo en las masas campesinas) de conscripciones y 
expropiaciones  destinadas a servir una causa siempre problemática. (Colmenares, 2008, 
p. 71).  
Estructura y Análisis del Acuerdo de Paz 
 
La Justicia Transicional 
 
El Acuerdo de Paz firmado entre el Estado de Colombia y las FARC-EP en 2016 implicó el 
desarrollo de instancias jurídicas que, en sustitución de la justicia ordinaria, facilitaran el 
desarrollo para la instauración de mecanismos alternativos de justicia que tomando “La 
relevancia actual de la implementación de la justicia restaurativa en el sistema penal colombiano 
se ejerce en otros medios a través de la conciliación”. (Becerra, 2009, p. 286). Teniendo en 
cuenta la magnitud del proceso de paz celebrado entre las partes, así como la duración del 
conflicto (más de 50 años) y las secuelas a todo nivel para la sociedad en su conjunto. Es sabido 
que por la lógica de las acciones del conflicto y el tipo de acciones que se dieron a lo largo del 
mismo, si se juzgara con el rasero de la justicia ordinaria, ninguno de los actores se atrevería a 
pactar la paz, toda vez que la justicia ordinaria no está preparada para emitir las condenas 
respectivas y, aunque lo estuviera, ningún actor está dispuesto a pagar la condena real a la que 
conduciría la justicia ordinaria. 
 
La Justicia Especial para la Paz (en adelante JEP) es un mecanismo de implementación de la 
justicia transicional que busca proveer los componentes necesarios para reconocer a las víctimas 
y garantizar la no impunidad de los crímenes de lesa humanidad. La idea es permitir el reingreso 
(reinserción) de los actores armados a la vida civil y posibilitar la convivencia entre víctimas y 
victimarios. Es un proceso difícil debido a las desconfianzas y al dolor infligido a las víctimas. 
Según el Centro Internacional para la Justicia Transicional este tipo de justicia “es una respuesta 
a las violaciones sistemáticas o generalizadas a los derechos humanos” (ICTJ, 2009, párr. 1), más 
que un modelo de justicia diferente, según algunos expertos: “surge la justicia transicional no 
como un tipo especial de justicia sino como un modelo de abordarla en épocas de transición” 
(Cuenca, 2015, p. 50) y la JEP es su expresión metodológica. La misión de la JEP es “administrar 
justicia para consolidar la transición hacia la paz y restaurar el tejido social, garantizando los 
derechos de las víctimas  y la seguridad jurídica de los comparecientes, con enfoque territorial, 
diferencial y de género". ( JEP, 2019, Párr. 1). 
 
La justicia transicional rompe los alcances de la justicia ordinaria en la medida en que involucra 
un nuevo actor: las víctimas. Por su parte, la justicia ordinaria juzga los hechos a la luz de la 
aplicación de un código. La JEP se instaura sobre la base de los siguientes pilares: verdad, 
justicia, reparación y no repetición. Para entenderlo en términos sencillos el quid de la justicia 
transicional se afinca no en establecer condenas proporcionales a los crímenes de guerra 
cometidos sino en hacer cumplir un principio fundamental: la verdad. Alrededor de la verdad se 
va involucrando la cuestión de la justicia que se establece sobre valores simbólicos; la reparación 
que cubre aspectos morales y económicos, pero ante todo la petición de perdón a las víctimas. Y 
la no repetición que es una especie de compromiso público entre el victimario y la sociedad civil 
de no incurrir nunca más en el hecho. Son sistemas de reparación que propenden por la 
reconciliación y la convivencia. 
A propósito de las víctimas, se estima que la cantidad de personas consideradas como tales en 
Colombia asciende a 8´803.836, de acuerdo a las cifras de la Unidad de Víctimas con corte al 1 
de abril de 2019. Los actos de la guerra se clasifican así: reclutamiento, violencia sexual, 
orfandad, desplazamiento forzado, minas antipersonales. Autores como Torres (2016) afirma que 
una de las cualidades de la justicia transicional es que “no se limita a un cambio sociopolítico de 
Estado, sino que es producida por necesidad de reparar las violaciones masivas y sistemáticas de 
derechos humanos”. (p. 154-155) 
 
Breve repaso de casos de justicia transicional: México, Guatemala, y  El Salvador 
 
Resulta pertinente para entender los desafíos y alcances de la justicia transicional en Colombia 
revisar otros casos en los que su aplicación resultó efectiva. Esto nos permite tener una mirada 
holística y crítica de los tropiezos frecuentes al mismo tiempo que las limitaciones que el modelo 
tenga en Colombia. También conviene tener claro que los acuerdos de paz se han desarrollado 
bajo una visión, un enfoque y un modelo impulsado por la Organización de Naciones Unidas 
(ONU) que se ha puesto a prueba en diferentes escenarios. Se escogieron los casos citados porque 
guardan algún tipo de relación con Colombia, bien sea por el tipo de conflicto, por los actores en 




En este país el conflicto fue particular por su corta duración y por la forma que adquirió la 
disputa entre el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) y el Estado mexicano. La 
guerrilla pasó de ser un movimiento de reivindicación de los derechos de los indígenas, a ser un 
grupo armado, generando un  conflicto que incorporó muchos elementos de  guerra simbólica a 
su vez que hizo uso de los medios de comunicación con el fin de ganar adeptos y simpatizantes 
para la lucha agraria e indígena que promulgaba el EZLN. 
 
El escenario de confrontación fue la Selva Lacandona que conforma el territorio de Chiapas. De 
acuerdo con Chávez (2016) las causas que justificaron el conflicto fueron: 1) El alto grado de 
pobreza y marginación; 2) El derecho a la autonomía indígena; 3) La protesta por las 
consecuencias nefastas de la globalización. El conflicto tuvo una etapa candente de confrontación 
militar que dejó alrededor de 1000 muertos. Durante tres años se mantuvo la guerra de guerrillas 
en la selva hasta que se firmó la negociación el 16 de febrero de 1996. Actualmente el EZLN ha 
incursionado en el mundo de la política y en la zona de Chiapas el pueblo se ha organizado por 
medio de un sistema de economía cooperativo que lleva el nombre de “caracoles”. La verdad, es 
que al respecto abundan testimonios, entrevistas y documentales que soportan el relato. En total, 




Este conflicto tuvo lugar entre 1960 y 1996 entre el gobierno de Guatemala y diferentes grupos 
insurgentes, entre estos: partido guatemalteco del trabajo, movimiento revolucionario 13 de 
noviembre, fuerzas armadas rebeldes y ejército guerrillero de los pobres. En total abarca 36 años 
de confrontación armada con aproximadamente 200.000 muertos y una cantidad considerable de 
desaparecidos y desplazados. El acuerdo de paz se firmó el 29 de diciembre de 1996.  
La agenda de trabajo incluyó la firma de 11 acuerdos previos antes del acuerdo de paz definitivo. 
Los temas sobresalientes se relacionan con la situación agraria, los derechos de los indígenas, etc. 
en eso coincide con el conflicto en México y, como se verá más adelante, con el conflicto en el 




La disputa inició alrededor de movimientos agrarios que dieron paso a autodefensas campesinas 
que se convirtieron en grupos insurgentes. En la historia se recuerda mucho al movimiento 
Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN), un movimiento emanado de las 
reivindicaciones campesinas por la tierra, la libertad y la justicia social. 
Al indagar se halló que la Iglesia Católica jugó un papel determinante en la defensa de los 
derechos de los menos favorecidos, sirviendo de escudo frente a muchos desafueros y 
arbitrariedades cometidas por la alianza entre el Estado y fuerzas civiles paramilitares. 
 
A consideración de Chávez (2016) los factores que agudizaron la situación fueron: la 
concentración exagerada de la tierra, los intereses económicos de los grupos de poder y la falta de 
libertades y oportunidades. Bien se puede afirmar que los anteriores elementos están vinculados a 
un tema muy fuerte de violencia estructural, degradación moral e inequidad patrocinada por un 
Estado que gobernaba exclusivamente a favor de ciertos núcleos de poder. En los doce años de 
conflicto las estadísticas hablan de 80.000 muertos y más de un millón de personas desplazadas 





Aunque la mayoría de datos se han analizado con anterioridad, vale la pena mencionar que un 
buen punto de referencia para ubicar el inicio del conflicto al que se dio fin mediante los acuerdos 
de la Habana en 2017 es el año de 1966, año en que oficialmente nació el grupo insurgente 
conocido como Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). Si se toma la fecha de 
mayo de 1966 como inicio del conflicto y se adopta el año de 2017 como el de su fin se estarían 
hablando de 51 años de conflicto armado. Esta es la fecha que propone Melo (2017) en la historia 
mínima de Colombia. 
 
Al volver a  las causales enunciadas en el análisis de los factores precipitantes y desbordantes se 
evidencian similitudes en las raíces de los conflictos en América Latina. Por ejemplo la 
acumulación y la tenencia de la tierra, la inequidad social pronunciada traducida en injusticia, 
pobreza y desigualdad; el desconocimiento de los derechos de los indígenas y campesinos, la 
prevalencia de los intereses de las clases privilegiadas, por mencionar las más comunes. En 
Colombia se habla de alrededor de 8´000.000 millones de víctimas, 6´044.200 desplazados y 
262.197 muertos conforme a las cifras del Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH) de 
Colombia. 
 
En consecuencia, las cifras muestran que Colombia ha tenido una cantidad de víctimas superior a 
la población de El Salvador, y casi el mismo número de muertos equivalente a la población de 
Islandia. La cifra de víctimas es más o menos equivalente al 10 u 11% del total de los habitantes 
del país. Es decir, que más o menos 10 de cada 100 personas han sido afectadas por este conflicto 




En el análisis de todos los casos se destacan una serie de componentes inherentes a la 
negociación que tienen que ver con los puntos de la agenda, pero fundamentalmente  con los 
principios que orientan la interlocución. En primer lugar, la definición del estatus del grupo 
armado, importante para poder instaurar una mesa de diálogo con un interlocutor válido, toda vez 
que un Estado no puede negociar con terroristas. 
 
El estatuto de beligerancia es una especie de fuero que otorgan los Estados al reconocer que 
existe un conflicto armado, y que en éste opera un sujeto político que debe ser escuchado a la luz 
del derecho internacional. Los países suscriben acuerdos internacionales para la regulación de 
conflicto, y en ese marco jurídico, un país o conjunto de países está en libertad de reconocer a un 
actor armado alzado en legítima beligerancia contra el Estado. En concordancia con algunas 
fuentes consultadas: “los tratadistas señalan como requisitos para el estatus de beligerancia: la 
existencia de un conflicto armado; el control de una parte del territorio; una fuerza armada sujeta 
a una autoridad responsable; y el respeto del Derecho Humanitario”. (Charry, 2008, p.4). 
 
El tema central es que cada Estado puede validar o no la existencia de un conflicto armado, sin 
embargo, la dinámica de la guerra  maneja sus propias discursividades y los Estados pueden 
invalidar la lucha de determinados actores. Igualmente, los centros del poder político  pueden 
sembrar afinidades pues estos grupos se reservan el privilegio de tener un lugar de enunciación 
discursiva desde el que pueden mover la voluntad de la sociedad. Por razones obvias, quien tiene 
el control de la situación es quien goza del poder legal, lo que implica que los conflictos internos 
pueden o no ser reconocidos, dependiendo de situaciones que no son tan fáciles de explicitar. Por 
ejemplo, el asunto de brindar estatuto de beligerancia a las FARC era una condición sine quanon 
para que el gobierno pudiera sentarse a negociar. Sin embargo, como dicho estatuto conllevaría al 
reconocimiento de un conflicto interno se tuvieron que desmontar (por lo menos temporalmente) 
los discursos que vinculaban a las FARC con el terrorismo. Esto generó resistencias en ciertos 
focos políticos de la sociedad, y en círculos de poder que apoyan la solución militar al conflicto.  
 
El segundo problema plantea el reconocimiento de la existencia de un conflicto social  que 
evidentemente ha creado unas situaciones históricas anómalas en cuanto a la satisfacción de las 
necesidades generales y al disfrute de los derechos fundamentales se refiere. Esto ha sido dado 
para  justificar la solución armada como vía para confrontar al Estado y exigir la reivindicación 
de los derechos. A su vez esto  lleva a que el Estado y la sociedad confirmen que han existido 
unas condiciones estructurales propias del aparato estatal que son las causantes indirectas de la 
pobreza y la falta de oportunidades. El debate se divide entre defensores y detractores acérrimos 
de tal posibilidad. Para ciertos sectores, lo que ha prolongado el estado de malestar en la nación 
es la coexistencia de unos grupos terroristas que quieren desestabilizar las instituciones y 
provocar caos, y el Estado, que si bien es cierto ha cometido algunos desmanes, lo ha hecho en 
defensa del bienestar general. 
 
La tercera discusión es la referente al papel de las víctimas en el conflicto. En este sentido, la 
justicia transicional es un proyecto que está a favor de las víctimas con el fin de reconstruir la 
sociedad. Desde el escenario de la reconciliación, la justicia transicional como un estado de 
excepción a la justicia tradicional o más bien, como modelo alterno desarrollado para sociedades 
que quieren hacer la conversión de sistemas basados en el autoritarismo a sistemas democráticos, 
tiene como epicentro el derecho de las víctimas a la verdad, la justicia, reparación y no repetición. 
Cáceres afirma: “para entender el fenómeno de la justicia transicional es necesario adoptar la idea  
de la reconciliación social como punto de partida para la reconstrucción humana” (Cáceres, 2013, 
p. 58). 
 
Finalmente, el problema más frecuente de este tipo de procesos de paz gira en torno a la lucha 
contra la impunidad y el olvido. En países de Centro América, después de la creación de las 
comisiones de la verdad, las condenas tardaron una cantidad de tiempo considerable en 
establecerse y los hechos, aunque se lograra comprobar la participación de agentes del Estado en 
su planeación, nunca fueron esclarecidos. Los victimarios no asumieron su responsabilidad, y 
como en el caso de monseñor Oscar Arnulfo Romero, el informe terminó saliendo un año 
después de la muerte del victimario quien quedó en absoluta impunidad. En consecuencia, en una 
sociedad que quiere seguir un tránsito ordenado hacia la paz el papel del Estado no se debe 
limitar a la definición de normativas, sino que debe participar activamente en la reconstrucción de 
la sociedad. Ahora bien, en palabras de Cáceres: “la reconciliación no involucra solo a las partes 
del conflicto, sino que se extiende a todos los sectores sociales”. (Cáceres, 2013, p. 61). En 
algunos países el Estado de derecho falló a favor de indultos que terminaron exonerando a los 
actores, casi todos ellos estatales, de toda responsabilidad, con el fin de evitar que se volviera a 
reavivar el conflicto. 
 
Estructura del acuerdo de paz 
 
Los diálogos de paz de la Habana (Cuba)  siguieron un modelo implementado por la ONU. Este 
modelo, según el informe del equipo de paz del gobierno que se puede encontrar en línea, 
determinó seguir un trayecto basado en tres fases: exploración, fin del conflicto, y construcción 
de paz. En la fase uno se firmó la hoja de ruta del acuerdo, que incluyó las condiciones y el 
marco general (las reglas) de funcionamiento del diálogo; así mismo, se estableció una agenda de 
cinco puntos específicos más un punto de implementación, verificación y refrendación. 
 
En el preacuerdo se pactaron como aspectos innegociables: que no hubiese cese al fuego, la 
continuación de las operaciones militares y el que no hubiese despeje de territorios. Ahora bien, 
la agenda de negociación concertó lo siguiente: 
 
1. Política de desarrollo agrario integral (reforma rural integral). 
2. Participacion en politica. 
3. Fin del conflicto (cese al fuego y dejación de armas). 
4. Solución al problema de las drogas ilícitas. 
5. Reparación de víctimas: sistema integral de verdad, justicia, reparación y no repetición 
(resarcimiento a las víctimas y lucha contra la impunidad). 
6. Implementation, verificación y refrendación. 
 
Aunque  se podría profundizar en cada aspecto, lo que es evidente e importante para el presente 
artículo tiene que ver con la esencia del acuerdo que se sintetiza en la afirmación relativa a la 
tercera fase: “la paz en Colombia será una paz territorial en la que participen todos los 
ciudadanos y las comunidades en torno a su construcción; impactará los derechos de las 
víctimas; y tendrá que asegurar garantías para todos” (las palabras en negrilla son propias del 
texto original). 
 
En consonancia con el texto del Acuerdo, el cual consta de 310 páginas y que tiene una versión 
en línea publicada en la página de la oficina del Alto Comisionado para la Paz, la negociación 
giró en torno a la obtención de unas garantías para las poblaciones más afectadas por el conflicto, 
sobre todo rurales. Se debe precisar que el acuerdo tiene un tono enfático dirigido a asegurar los 
derechos de las víctimas del conflicto armado. 
 
Los puntos del acuerdo se conectan con las causas históricas que se abordaron en el análisis  y del 
que hablan diferentes historiadores. El latifundio que es la concentración de la tierra en su 
máxima expresión, se transforma en lucha y en reivindicación constante de todos los actores 
sociales. 
 
En general, el acuerdo de paz está montado sobre una estructura llamada Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, sistema que cuenta a nivel interno con diferentes 
mecanismos judiciales, entre los cuales resalta la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP). La 
Unidad para la Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas en el contexto y en razón del 
conflicto armado, y la Comisión de la verdad. En el caso de las naciones que tienen un conflicto 
interno el problema radica en la definición de ese conflicto como una guerra. 
 
La justicia en John Rawls 
 
El filósofo norteamericano Jhon Rawls (1921-2002) plantea que la justicia, en tanto concepto, 
tiene unos principios que son tan importantes como su definición misma. La justicia se cimienta 
en acuerdos. Éstos son justos si la situación contractual es equitativa e imparcial para las partes. 
Sin embargo, para garantizar que así sea, Rawls propone un velo de ignorancia que se dispone 
para cubrir simbólicamente los ojos de los contratantes haciendo que ambos desconozcan su 
propia identidad e inclusive, la sociedad a la cual pertenecen, con el objetivo de mejorar el 
acuerdo partiendo del principio de imparcialidad. Cualquier situación es justa si se acopla al 
principio de igualdad de oportunidades. 
 
Estas ideas aparecen todavía como algo confuso si no se hacen algunas afirmaciones pertinentes: 
 Rawls cree que la filosofía moral que ha tenido cabida y se ha desarrollado hasta ahora 
para abordar una definición de justicia es de base utilitarista.  
 Rawls se inclina intelectualmente por retomar el concepto de contrato social (acuerdo) 
porque piensa que, incorporando algunas variaciones, es el que más se acerca a eliminar 
las injusticias presentes en la sociedad. 
 Rawls cree que para mejorar el acuerdo social, la sociedad debe remitirse a una situación 
primigenia que él llama posición original. Esa posición debe ser aprovechada para 
gestionar los acuerdos, de modo que éstos no riñan con los dos pilares de la sociedad: la 
libertad y la igualdad. 
 
En palabras de Rojas (2012) la posición original representa para Rawls la manera más aceptable 
de conformar un acuerdo con unos niveles mínimos de equidad. La posición original 
Supone que todas las personas en posiciones de igualdad y libertad mutuas, están 
cobijadas por un sentido moral o una disposición para ello, lo que Rawls llama moral 
capacitis, lo que posibilita que bajo el subconstructo del “velo de ignorancia” (las 
personas desconocen su posición en la sociedad, condiciones o intereses económicos, 
entre otros), las personas acuerden unos mínimos formales para garantizar el consenso, las 
llamadas garantías de autonomía (Rojas, 2012, p.155). 
 
La anotación de Rojas es contundente al señalar que la garantía moral del sistema de justicia se 
ampara en los principios de libertad e igualdad. Las personas se pueden poner en el plan de 
desconocer su posición en la sociedad, pero para hacerlo es vital acudir a los conceptos de 
igualdad y libertad. En este orden de ideas, los contratantes “a pesar de desconocer por el “velo 
de ignorancia” sus propios intereses, saben que la sociedad entera tiene unos”. (Rojas, 2012. p. 
156). 
 
La teoría de John Rawls se yergue sobre la hipótesis de la existencia de un punto cero con el que 
se inicia el contrato social. Al punto cero lo denominan posición original. Esta idea (hipótesis) no 
estaría tan distante de la realidad colombiana porque el  acuerdo de paz se firma para dar inicio a 
una etapa de reconciliación “De modo general el sujeto fundamental de la reconciliación es toda 
la sociedad”  (López, 2007, p. 108). La reconciliación conduce, tal y como se ha mencionado a la 
verdad, la justicia y la reparación.  
 
Para cumplir con los principios de la justicia se hace necesario propiciar la imparcialidad. Esto es 
factible solamente si cada persona renuncia a una serie de contingencias arbitrarias que 
constituyen su individualidad como género, creencias religiosas, estrato social, cultura, idioma, 
etc. A esa primera reunión en la posición original se asiste libre de los prejuicios, y esto debería 
ser así porque es natural que todos los seres humanos quieran defender su condición social actual 
por encima de otras que no le beneficien en el mismo grado, lugar y circunstancia. ¿Qué hacer 
para renunciar a contingencias arbitrarias que sesguen la imparcialidad, y por lo tanto, corrompan 
el acuerdo? La respuesta se encuentra en el velo de ignorancia. 
 
En el pensamiento de Rawls la pregunta por la justicia y por lo justo radica en la posibilidad real 
de la existencia de la imparcialidad. Por lo tanto, para que una sociedad sea justa inevitablemente 
se tienen que eliminar las contingencias que vician el acuerdo social. El individuo no tiene 
incidencia sobre esas contingencias. Una contingencia es una circunstancia propia de la 
existencia que no es escogida por el individuo. De esta manera, las circunstancias que rodean al 
yo, retomando el sentido que tiene para Ortega y Gasset, permean su identidad, y la constituyen 
de suyo. Existe el peligro de caer en la satisfacción exclusiva de las necesidades propias. Una 
sociedad justa será aquella que logre anteponer el bienestar general al bienestar de los individuos. 
La propuesta de la reflexión Rawlsiana es una sociedad que supere el utilitarismo clásico que se 
basa en la mayor satisfacción del individuo basando el éxito de la sociedad en la sumatoria de 
todas las satisfacciones se genere un equilibrio a nivel social, sin importar que en la práctica 
muchos individuos se encuentren en nivel cero de satisfacción personal.  
 
Abraham Maslow en su teoría de la motivación humana citado por Araya y Pedreros (2013, p. 
47) propuso que en la medida en que el ser humano lograra la satisfacción de sus necesidades 
básicas (alimentación, descanso, sexo) se lanzaría a la búsqueda de otro tipo de satisfacciones que 
tienen que ver con el reconocimiento y la autorrealización. Esa preocupación de Maslow y otros 
autores por analizar las realidades que incitan a la humanidad a iniciar el camino hacia la 
constitución de unos derechos y responsabilidades, es la que en el campo de la política 
caracteriza al autor norteamericano. Pero a pesar de su preocupación es preciso aclarar que la 
propuesta de eliminar el sesgo impuesto por la naturaleza del ser humano a través de un velo de 
ignorancia es una idea dirigida a aquellas sociedades que han logrado brindar garantías en 
términos de derechos y responsabilidades del Estado  social de derecho. “Surge en el momento en 
que se adquiere conciencia de que, para su realización la libertad y la igualdad requieren de 
medidas, acciones, prestaciones o servicios que en muchos casos la persona, por si misma no 
puede asegurar” (Daza, 2012, p. 13). 
 
Por razones históricas y fácticas Colombia no se acerca al plano político idealizado por Ralws en 
términos de justicia, equidad y garantías. En cambio, la democracia del país sí ha mostrado 
estabilidad en sus instituciones y cierto orden social, pese a los altibajos del conflicto interno. La 
coyuntura del posacuerdo requiere de una serie de estrategias en aras de propiciar una apertura 
favorable a los lenguajes de la paz, y bajo este menester de incorporar el discurso de la paz, se 
afirma que el concepto de velo de ignorancia abre una nueva representación que favorece el 
tránsito de la guerra a la paz. 
 
Es un poco más sencillo entender la posición original al analizar, por mencionar un ejemplo, la 
segunda posguerra y la manera en que países como Alemania se reorganizaron  para superar la 
crisis que sobrevino en todo su orden económico, político y social. La sociedad volvió a 
comenzar y su sistema se reinició teniendo que fabricar lenguajes, relaciones, superar miedos, 
participar en un proceso de memoria doloroso y poner en marcha un plan económico en el que, 
por un espacio de tiempo era igual ser empresario que obrero; todos tenían que trabajar sin 
importar su condición social o cultural. Se instauró un tribunal que juzgó a los responsables que 
sobrevivieron y se establecieron condenas ejemplares y reparaciones tendientes a que la sociedad 
entendiera que lo sucedido generó consecuencias inhumanas que dejaron una huella en la 
memoria y que, por esa razón, si quería superar la adversidad la sociedad en su conjunto tenía que 
olvidarse de cualquier contingencia que los separara de la intención de reconformarse como 
nación. 
Es imperioso tener presente que, primero, no se está hablando de un conflicto internacional en el 
caso de Colombia y ese carácter pone en tela de juicio, sobre todo para las voces oficiales, la 
existencia misma de conflicto. Esa es una alternativa que no se tomó en cuenta para la 
elaboración del presente artículo. En segundo término, es claro que en Colombia la guerra ha 
mantenido en estado de pobreza a una gruesa capa de la sociedad. Y es más claro aún, que esa 
capa de la sociedad siempre fue la más afectada pues no ha existido una política de Estado 
contundente que propenda por cambiar dicha realidad. En tercer término, el análisis de factores 
puso en evidencia que el conflicto presenta actores bien definidos: el Estado, los paramilitares, y 
la insurgencia. 
 
A pesar de lo anterior, si se hace una lectura en clave de los conceptos expuestos se aprecia que el 
país se encuentra en una coyuntura en la que el sistema se tiene que reiniciar para poder alcanzar 
la reconciliación. En este sentido se precisa que la sociedad civil exija el cumplimiento de los 
acuerdos. 
 
Este momento de la historia reclama el respeto a las instituciones y los procesos. Los actores 
deberían asumir un rol histórico que las futuras generaciones pudieran elogiar. Hacer uso del velo 
de ignorancia quiere decir que la sociedad debe escuchar las verdades de los crímenes que 
confesarán los victimarios evocando la memoria como antídoto contra la impunidad, a sabiendas 
de que el proceso de la reconstrucción del tejido común quizás traerá consigo la conversión de los 
antiguos victimarios en actores políticos. A lo mejor también, sin perder de vista que la 
reparación traerá consigo el indulto y por qué no, teniendo en cuenta que el Estado debe asumir 
una responsabilidad importante para poder cerrar el episodio de la guerra. Esto último es aquello 
que no quieren ceder los amos de la guerra, los que vivieron durante años amañados en el poder a 
expensas del discurso de la guerrilla. Dejar que el posconflicto siga su cauce y que las 
instituciones y procesos que garantizarán el cumplimiento de los acuerdos lleven a cabo los 
objetivos para los que fueron creadas es una tarea que el Estado social de derecho no ha saldado 
con las víctimas. La igualdad y la libertad son derechos para todos los ciudadanos y, 
especialmente en el marco del posconflicto, para las víctimas de la guerra. 
Así lo expresa Claus Roxin: 
Mediante esa doble función el Derecho Penal realiza una de las más importantes de las 
numerosas tareas del Estado, ya que solo la protección de los bienes jurídicos 
constitutivos de la sociedad y la garantía de las prestaciones públicas necesarias para la 
existencia permiten al ciudadano el libre desarrollo de su personalidad, que nuestra 
Constitución considera como presupuesto de una existencia humana digna (Claus Roxin, 
1991, p. 21). 
 
Los victimarios, por su parte, si aceptan el reto del velo de ignorancia, tienen que acercarse  a 
confesar la totalidad de sus crímenes aceptando las responsabilidades individuales de los actos 
cometidos sin solicitar ninguna prebenda. Asimismo, deben pedir perdón a las víctimas e iniciar 
la restitución de los bienes expropiados, la compensación con sus bienes y porque no un 
reconocimiento público como gesto de buena voluntad, arrepentimiento y no repetición. 
 
El Estado tiene que establecer unas políticas que no dependan del gobierno de turno, con la 
voluntad para envolver a la sociedad y alejarla de presiones en contra de la paz. Esta actitud le 
resta credibilidad a su imagen como responsable de garantizar la transición ordenada del orden de 
la guerra al orden de la paz. Esta afirmación tiene que ver con las políticas de largo alcance en 
favor de la paz, con la voluntad de redoblar los esfuerzos para llegar al territorio que la guerrilla 
dejó desocupado creando  hospitales, colegios, centros de salud, etc. junto con presencia  militar. 
Estos son los elementos que formarían parte de la propuesta de aplicación del velo de ignorancia.  
 
El Velo de Ignorancia y su aplicación al Acuerdo de Paz 
 
Tal y como se expresó anteriormente se necesitan unas condiciones para que pueda aplicar con 
plena confianza este velo. La primera condición es la verdad 
Tiene como objetivo fundamental luchar contrala impunidad, es decir sancionar todas esas 
conductas que atentan gravemente contra los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario, y que por falta de conocimiento de los hechos, tales 
actuaciones y conductas no se sancionan debidamente y los autores intelectuales o 
materiales quedan libres de toda responsabilidad penal, civil, disciplinaria o 
administrativa dependiendo del caso. (Ibáñez, 2014, p. 192). 
 
Los actores de la guerra tienen que confesar sus crímenes y la sociedad,  de manera especial las 
víctimas, deben prestar su total atención al relato de la guerra para sanar sus heridas. 
 
En segundo término, el Estado ha de proveer las políticas necesarias a largo plazo y sin 
contrariedades por parte del gobierno de turno para que la solidez de la política contribuya al 
restablecimiento de la confianza rota con el transcurrir de la guerra. Una sociedad que no tiene la 
intención de volver a tejer los hilos de la comunicación en cada capa que la compone no tiene 
posibilidad de crear un orden político que aune los esfuerzos de cara al desarrollo integral del 
país. 
Las condiciones que se mencionan son apenas unas garantías básicas para poder exigirle a la 
sociedad el uso de un velo de ignorancia. Para hacer uso de este concepto es pertinente describir 
una situación ideal en el plano de la política. Es a través de la modelación como se puede 
entender un poco mejor la propuesta de Rawls. 
 
En esta situación modélica el Estado colombiano firma el acuerdo de paz en representación de los 
intereses del bien común de la sociedad, y desde ese momento la firma de dicho acuerdo supone 
un regreso a la posición original en el que la sociedad concensúa para iniciar un gran pacto social 
por la paz. Por lo tanto, la iniciativa de la sociedad Colombiana de pactar un nuevo comienzo 
pone las bases para el contrato presente. 
 
El velo de ignorancia  supone precisamente no tener en cuenta  los intereses propios. La decisión 
que deben tomar en grupo gira en torno a cuáles serán las garantías básicas mínimas que se 
reconocerán a los miembros que se reintegran a la sociedad, en este caso, la guerrilla. 
 
La reflexión que atañe a los actores sociales, y de paso a las clases sociales que se agrupan en 
torno a grupos de interés, verbigracia, sectores económicos, grupos empresariales, movimientos 
sociales, sindicatos, empresas y empresarios, gira en torno a la siguiente pregunta ¿Cuáles tienen 
que ser las garantías que se pueden ofrecer a quienes se reinsertan, independientemente de su 
pertenencia a tal o cual grupo armado, y que en teoría se les podrían otorgar por el hecho de ser 
personas que buscan reconciliarse y volver a formar parte de la sociedad? 
 
Esas garantías en adelante serán respetadas por todos los integrantes del cuerpo social. Se pondrá 
en manos del Estado, como parte de sus funciones sustantivas, el ejercicio de la justicia 
transicional y no podrá existir coacción alguna por parte de ninguno de los miembros del cuerpo 
social. Cada integrante de la sociedad sacrificará temporalmente sus intereses de clase y sus 
privilegios, a sabiendas que sus privilegios son circunstancias arbitrarias que no determinan la 
dignidad del ser humano. 
 
El ejercicio consiste en “poner entre paréntesis” el hecho de ser  mujer u hombre, perteneciente a 
tal grupo económico, a tal religión, a tal etnia, de la ciudad que sea, de cualquier apellido. Si se 
permite un símil, es como poner todas las cartas en el mazo y exponer a los individuos a volver a 
sacar su carta, con el compromiso de que cualquiera sea la carta que salga  van a estar conformes 
pues la totalidad de las cartas cuentan con las mismas garantías.  
 
En teoría puede sonar imposible hacer que un individuo o que un grupo de interés renuncie a sus 
privilegios temporales. En ese punto es donde la educación juega un papel definitivo. La paz 
requiere del desarrollo de unos lenguajes, ya que el ser humano busca educarse para entender el 
origen de la injusticia, tal y como lo dice Parada citando a Vidal Arizabaleta: 
El que prime en el mundo actual una idea de una educación rentable, capaz de dotar al 
estudiante de habilidades técnicas, sin la mediación de la formación humanista, conlleva 
una pérdida progresiva del pensamiento crítico y de la capacidad de los ciudadanos para 




La educación tendría que dotar al ser humano para desplegar un sentido común que lo lleve a 
buscar afanosamente lo conveniente para  él y sus congéneres. El sentido común de la paz 
requiere la mediación de un humanismo activo en cada esfera de la formación del estudiante 
hacia una cultura de la paz y la comprensión. En tal entorno de cosas, nada tiene mayor sentido 
que educar para que un ser humano pueda autodeterminarse y orientar su destino acompañado de 
sus seres más queridos. La palabra cultura proviene del latín cultus que significa cultivar el 
espíritu. Se espera eso de la cultura de paz: que la sociedad pueda dedicarse a cultivar 
sosegadamente el espíritu, sin ningún temor. Es perentorio allanar los caminos y cerrar filas si se 
aspira a entregar la posta de un país en paz a las nuevas generaciones. 
 
 No se pretende defender a ultranza la apenas esbozada propuesta del velo de ignorancia. No 
obstante, dada la situación actual no es responsable dejar escapar las reflexiones. Por lo menos, se 
desea ejercer cierta presión social para que el clamor de los campesinos, las organizaciones 
sociales y las víctimas en general pueda ser escuchado y es en tal sentido que: “La necesidad de 
escuchar a la víctima así como a todos los demás sujetos involucrados en el conflicto, hace 
necesario recurrir a otros métodos de solución, para dirimir el conflicto o al menos transformarlo 
en otro de menor violencia”. (Eser, 1997, p. 95). 
 
Soplan vientos de paz y las facultades de derecho no quieren quedarse a un lado y perderse de la 
construcción de escenarios críticos al cambio. Los nuevos abogados juegan un papel clave en la 
definición de los temas jurídicos y en este orden de ideas, se sabe que  es menester prepararse con 
disciplina y ahínco para ocupar un espacio responsable dentro de la academia. Recuperar la 
credibilidad de las comunidades y litigar con sentido social atendiendo las necesidades de la 
gente será el objetivo más próximo para los abogados. 
 
El derecho en tanto disciplina no puede abstraerse del principal desafío que sugieren autores de la 
talla de John Rawls y es que la unión de saberes trabajando por el bien común llevará 
indefectiblemente a que las disciplinas en su totalidad se desarrollen hacia niveles que 
enriquezcan  a la sociedad en su conjunto. 
 
La principal consecuencia de la aplicación del velo de ignorancia es que los actores involucrados 
en tan basto compromiso se tienen que ver abocados a ser fieles a la palabra empeñada en el 
marco del respeto por el otro que es vida humana, aparte de ser colombiano, paisano, coterráneo. 
El velo es la renuncia a las ventajas sociales o económicas que solo benefician a un actor. Pero 
claro, esa renuncia se conecta con un bien de mayor aspiración: la generosidad. Se precisa que 
más colombianos logren ejercitar la generosidad como corona de un esfuerzo que lleva 
generaciones enteras intentando concertar un nuevo pacto social en el que convivan las 
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